
hubieran presenciado los hechos,...constituirán base
suficiente para adoptar la resolución que proceda,
salvo prueba en contrario y sin perjuicio de que
aquellos deban aportar al expediente todos los
elementos probatorios disponibles".

En el mismo sentido, la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Común, recoge
entre los principios del procedimiento sancionador,
en su artículo 137.3 que" los hechos constatados por
funcionarios a los que se reconoce la condición de
autoridad, y que se formalicen en documento público
observando los requisitos legales pertinentes, ten-
drán valor probatorio sin perjuicio de las pruebas que
en defensa de los respectivos derechos o intereses
puedan señalar o aportar los propios administrados".

Ninguna de las alegaciones que se formulan por
el recurrente cuestiona la veracidad de los hechos
recogidos en la denuncia por lo que, de acuerdo con
lo previsto en las normas anteriormente citadas, su
contenido, que debe tenerse por cierto, constituye
base suficiente para la adopción de la resolución
impugnada, toda vez que los hechos descritos enca-
ja en el tipo infractor aplicado y por tanto, ninguna
eficacia cabe atribuir a aquellas para variar el sentido
de la misma.

CUARTO.- La sanción ha sido impuesta por el
órgano competente, de acuerdo con el procedimien-
to establecido y dentro de los límites previstos,
atendiendo a criterios de proporcionalidad, todo ello
de conformidad con la normativa vigente que se cita
en el primero de los antecedentes de hecho, por lo
que la resolución impugnada se ofrece como confor-
me a derecho, procediendo su confirmación y la
desestimación del recurso interpuesto.

VISTOS los preceptos legales citados y demás
normas de general aplicación, el Director General de
Política Interior, en uso de las atribuciones en el
delegadas en el apartado Octavo, n.º 1.2 de la Orden
INT/985/2005, de 7 de abril (BOE del 15 de abril), ha
resuelto desestimar el recurso de alzada interpuesto

por ABDESELAM AHMED SALAH contra resolu-
ción de la DELEGACIÓN DEL GOBIERNO EN
MELILLA de fecha 27/07/2009, que se confirma en
todas sus partes.

Lo que notifico a Vd. advirtiéndole que contra
esta resolución, que pone fin a la vía administrativa
(artículo 109-a) de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrati-
vo Común), puede interponer recurso contencioso-
administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-
administrativo en cuya circunscripción tenga Vd.
su domicilio, o se halle la sede del órgano autor del
acto originario impugnado, a su elección, con
arreglo a lo dispuesto en el artículo 8º n° 3, en
relación con el artículo 14, n° 1, Segunda, ambos
de la Ley 29/1.998, de 13 de julio, reguladora de la
Jurisdicción Contencioso-administrativa, en el pla-
zo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de notificación de la presente, de conformidad
con lo previsto en el artículo 46, n° 1, de la Ley
últimamente citada.

Madrid,

El Subdirector General de Recursos.

Antonio Doz Orrit.

MINISTERIO DE ECONOMÍA Y HACIENDA
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307.- En virtud de lo dispuesto en el artículo 59.5
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, y no ha-
biéndose podido notificar en el último domicilio
conocido de los contribuyentes las deudas no
tributarias que a continuación se relacionan:
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